
 

**********1 

VS. 

TESORERO MUNICIPAL DE MEXICALI 

Y OTRA AUTORIDAD 

EXPEDIENTE 67/2019 

P R I N C I P A L  

 

 Mexicali, Baja California, a treinta de noviembre de 

dos mil veinte. 

 

 SENTENCIA DEFINITIVA  que declara la nulidad el oficio 

**********2 de quince de noviembre de dos mil dieciocho, suscrito 

por el Tesorero Municipal de Mexicali.  

 

 GLOSARIO: A fin de simplif icar la terminología 

empleada en la presente resolución, se uti l izarán los términos que 

enseguida se relacionan para referir a las leyes, instituciones o 

conceptos s iguientes:  

 

Término empleado: Ley, institución o concepto referido:  

Ley del Tr ibunal  Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja 

California. 

Constitución Nacional  Constitución Pol ít ica de los Estados 

Unidos Mexicanos.  

Constitución Local Constitución Pol ít ica del Estado 

Libre y Soberano de Baja California.  

Código procesal civi l  Código de Procedimientos Civiles 

para el Estado de Baja California.  

Tribunal Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California.  

Tesorero Tesorero Municipal del 

Ayuntamiento de Mexicali.  

Presidente Presidente Municipal del 

Ayuntamiento de Mexicali.  

Reglamento Interno Reglamento de la Administración 

Publica del Municipio de Mexicali , 

Baja California.  

Oficio Oficio **********2 de quince de 

noviembre de dos mil dieciocho, 

suscrito por el Tesorero Municipal de 

Mexicali.  



 

 

R E S U L T A N D O 

 

 I. Demanda de nulidad.- El escrito de demanda se 

presentó  el siete de enero de dos mil dieciueve. 

 

 II.  Trámite de la demanda.- El  juicio se admitió a 

trámite por acuerdo dictado el seis de febrero de dos mil 

diecinueve (visible a fojas  30 y 31 de autos), ordenándose el 

emplazamiento al Tesorero  y al Presidente.  

 

 III. Acto impugnado.- En el acuerdo de admisión se 

tuvo como acto impugnado el oficio **********2 de quince de 

noviembre de dos mil dieciocho, suscrito por el Tesorero .  

 

 IV. Contestación de demanda.- Al presente juicio 

comparecieron a contestar, las autoridades demandadas 

(Tesorero y Presidente) en términos de su escrito visible en autos 

a fojas de la 37 a la 54 y de la 63 a la 70 respectivamente.  

 

 V. Audiencia de ley.- La audiencia de pruebas y 

alegatos se celebró el dieciséis de mayo de dos mil diecinueve 

(foja 81 de autos), conforme a lo dispuesto por el artícu lo 80 de 

la Ley del Tribunal  y se citó a las partes para oír sentencia de 

primera instancia, por lo que se está en condiciones de resolver 

la controversia planteada.  

 

 

 

 

 

C O N S I D E R A N D O 

 

 PRIMERO. Competencia.- Esta Primera Sala del Tribunal , 

con residencia en esta ciudad, es competente para conocer de 



 

la presente controversia, de conformidad a lo dispuesto por los  

art ículos 1, 21, 22, fracción I I , de la Ley del Tr ibunal, por tratarse 

de un juicio promovido contra un acto definit ivo de naturaleza 

fiscal emanado de una autoridad fiscal Estatal, y porque la 

ubicación del domicil io de la parte actora se encuentra dentro 

de la circunscripción territorial de esta Sala.  

 

 SEGUNDO. Existencia del acto impugnado.- El acto 

impugnado quedó acreditada en autos con la documental 

obrante de la foja 24 a la 29 de autos, consistente en copia 

fotostática del oficio , emitido por el Tesorero , adminiculado con 

el reconocimiento expreso producido por la autoridad 

demandada en la contestación (Vis ible a foja 37 de autos), t iene 

pleno valor probatorio en términos de los art ículos 285, fracción 

VII I ,  368 y 400 del Código procesal civi l , de aplicación supletoria 

en términos del párrafo tercero del artículo 30 de Ley del Tribunal .  

 

 

 TERCERO. Causales de improcedencia.- Por ser una 

cuestión de orden público y de estudio preferente, se procede a 

analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento hechas 

valer por las autoridades demandadas.  

 

 El Tesorero sost iene que la improcedencia radica en 

que la materia del juicio se encuentra pendiente de resolución 

ante la Autoridad Administrativa Estatal por lo que solicita el 

sobreseimiento en  términos del artículo 40 fracción V de la Ley 

del Tribunal .  

 

 Así mismo sostiene que la parte actora no agoto 

previamente los medios o recursos ordinarios que establece la ley 

por aplicación del principio de definitividad por lo cual menciona 

que el juicio es improcedente en términos del artículo 40 fracción 

IX de la Ley del Tribunal .  

 



 

 Por ult imo menciona que la parte actora no ha 

acreditado debidamente el interés jurídico, ya que no se acredito 

ni aporto prueba alguna para acreditar la representación legal 

por esta razón sostiene que el juicio es improcedente en tér minos 

del art ículo 40 fracción I I , en relación del articulo 48 fracción I I 

de la Ley del Tribunal.  

 

 Lo anterior encuentra sustento en la jurisprudencia con 

número de registro 161614, emit ida por el Cuarto Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, que 

enseguida se reproduce. 

 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SU 

EXAMEN OFICIOSO POR EL  TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 

ADMINISTRATIVA NO IMPLICA QUE ÉSTE DEBA VERIFICAR LA 

ACTUALIZACIÓN DE CADA UNA DE LAS CAUSALES RELATIVAS SI NO LAS 

ADVIRTIÓ Y LAS PARTES NO LAS INVOCARON.  Conforme al  art ículo 202,  

úl t imo párrafo, del Código Fiscal de la Federación,  vigente hasta el  31 

de diciembre de 2005, las causales de improcedencia deben 

anal izarse aun de of icio, lo que debe entenderse en el  sentido que se 

estudiarán tanto las que hagan valer las partes como las que advierta 

el  t r ibunal  que conozca del  asunto durante el  juicio,  lo que t raerá 

como consecuencia el  sobreseimiento, de conformidad con el  art ícul o 

203,  f racción I I ,  del  mismo ordenamiento y  vigencia,  ambas porciones 

normativas de contenido idéntico al  texto vigente de los art ículos 8o. ,  

úl t imo párrafo y  9o. ,  f racción I I ,  respectivamente, de la Ley Federal  de 

Procedimiento Contencioso Administrat ivo . Por  tanto, la 

improcedencia del  juicio contencioso administ rat ivo pueden hacer la 

valer las partes,  en cualquier t iempo, hasta antes del  dictado de la 

sentencia, por  ser una cuest ión de orden públ ico,  cuyo estudio es 

preferente; pero este derecho de las p artes es también una carga 

procesal  s i  es que se pretende vincular  al  t r ibunal  del  conocimiento a 

examinar determinada deficiencia o ci rcunstancia que pueda 

actual i zar el  sobreseimiento.  En ese contexto, las causales de 

improcedencia que se invoquen y las que advierta el  tr ibunal deben 

estudiarse, pero s in  l legar al  extremo de imponerle la carga de 

ver i f icar,  en cada asunto,  s i  se actual i za o no alguna de las previstas 

en el  art ículo 202 del código en mención, en vi rtud de que no exi ste 

disposición alguna que, en forma precisa, lo ordene. Así  las cosas, s i  

exi ste una causal de improcedencia que las partes pretendan se 

declare, deben asumir la carga procesal de invocarla para v incular  al  

tr ibunal y ,  sólo entonces, tendrán el  derecho de exigi r  el  

pronunciamien to respectivo.”  

 

 CUARTO.- Método de Estudio.-  En la presente 

resolución se omite la transcripción de los motivos de 

inconformidad expresados por la parte actora así como los 

argumentos defensivos expuestos por la autoridad demandada  

por razones de economía procesal y técnica jur ídica orientada a 



 

nuevos modelos de sentencia que se sustentan en principios de 

simplicidad, facil idad en la lectura y compresión; sin que con el lo 

se infrinja norma legal alguna o se agravie a la parte actora, toda 

vez que no existe disposición jurídica que constriña a realiza r tales 

transcripciones, además de que el art ículo 82, fracción I, de la 

Ley del Tribunal ,  impone el deber de que las sentencias que dicte 

el Tr ibunal  contengan la fi jación clara y precisa de los puntos 

controvert idos, no así su reproducción, por lo que en  la presente 

resolución se realizara el análisis s istemático y exhaustivo de los 

planteamientos hechos valer.  

 

 Por otra parte, esta Sala procederá al estudio de los 

motivos de inconformidad privi legiando el principio de mayor 

beneficio a efecto de que la sentencia se dicte atendiendo a los 

temas de fondo por sobre aspectos formales en acatamiento a 

los principios de impartición de just icia consagrados en el art ículo 

17 de la Constitución Nacional , mismo que establece el derecho 

de administración de justicia y el deber de privi legiar la solución 

del confl icto sobre los formalismos procedimentales.  

 

 “Art .  17. -  Ninguna persona podrá hacerse just ic ia por s í  misma, 

ni  e jercer v iolencia para reclamar su derecho.  

 

 Toda persona t iene derecho a que se le administr e just ic ia por 

tr ibunales que estarán expeditos para impart ir la en los plazos y 

términos que f i jen las leyes, emit iendo sus resoluciones de manera 

pronta, completa e imparcial .  Su serv ic io será gratuito, quedando, en 

consecuencia,  prohibidas las costas jud iciales.  

 

 S iempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el  debido 

proceso u otros derechos en los juicios  o procedimientos seguidos en 

forma de ju ic io, las  autor idades deberán pr ivi legiar  la solución del  

conf l icto sobre los formal ismos procedimen tales .”  

 

 Sirve de apoyo a lo anterior el criterio contenido en la 

tesis (IV Región) 2o.13 K (10a.) del Segundo Tribunal Colegiado de 

Circuito del Centro Auxi l iar de la Cuarta Región, publicado con 

número de registro 2016171 en la página 1524 del l ibro 51,  tomo 

II I  de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

correspondiente al mes de febrero de dos mil dieciocho, cuyo 

rubro y texto se transcriben a continuación.  



 

 

“PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO FRENTE A FORMALISMOS 

PROCEDIMENTALES Y SOLUCIONES DE FONDO DE LOS CONFLICTOS. ÉSTAS 

DEBEN PRIVILEGIARSE FRENTE A AQUÉLLOS, SIEMPRE QUE NO SE AFECTE 

LA IGUALDAD DE LAS PARTES,  EL  DEBIDO PROCESO U OTROS DERECHOS. 

Durante mucho t iempo fue motivo de cr í t ica para los t r ibunales de 

amparo que las sentencias protectoras se concedieran por aspectos 

formales o procedimentales y no por temas de fondo; lo cual  motivó 

que mediante la expedición de la nueva Ley de Amparo (publ icada 

en el  Diar io Oficial  de la Federación el  dos de abri l  de dos mi l  t rece), 

se estableciera en su art ículo 189 que los órganos jur isdiccionales de 

amparo procederían al  estudio de los conceptos de violación 

atendiendo a su prelación lógica, pero pr iv i legiando en todo  

momento el  pr incipio de mayor beneficio; y  fue en ese contexto que 

por reforma al precepto 17 de la Const i tución General  de la Repúbl ica 

publ icada en el  Diar io Oficial  de la Federación el  15 de septiembre de 

2017,  se adicionó a dicho disposi t ivo un tercer  párrafo, en el  que se 

puntual i zó "Siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el  

debido proceso u otros derechos en los juicios o procedimientos 

seguidos en forma de juicio, las autor idades deberán pr iv i legiar la 

solución del confl icto sobre lo s formal i smos procedimentales." .  Por  

tanto,  acorde con esa aspiración social  y en est r icto acatamiento a 

los art ículos citados,  en los juicios o en los procedimientos relativos, 

todas las autor idades deben pr iv i legiar  la solución del  confl icto sobre 

los formal i smos procedimentales, con la única l imitante de que no se 

afecte la igualdad de las partes, el  debido proceso u otros derechos.”  

  

 QUINTO.- Estudio de fondo.-  

 

 SEXTO.- Nulidad.- En congruencia con el considerando 

que antecede, se est ima actualizada la causa de nul idad 

prevista en el artículo 83 de la Ley del Tribunal .  

 

 El art ículo 83 de la Ley del Tribunal  establece lo 

siguiente: 

 

 “ARTÍCULO 83. -  Serán causas de nul idad de los actos y 

resoluciones impugnadas:  

 

 I . -  Incompetencia de la autor idad;  

 

 I I . -  Incumpl imiento u omis ión de las formal idades que 

legalmente deba revest ir ;  

 

 I I I . -  E l  estar fundados en dispos ic iones legales o reglamentar ias 

no v igentes al  momento de su emis ión ;  

 

 IV.-  Violación de las d ispos ic iones apl icadas o no haberse 

apl icado las debidas;  

 

 V.-  Desvío de poder,  tratándose de sanciones o de facul tades 

discrecionales;  y  

 



 

 VI . -  Arb itrar iedad, desproporción, des igualdad, in just icia 

manif iesta o cualquier otra causa s imilar.”  

 

 SEXTO.- Validez.- En mérito de lo anterior, al haber sido 

infundados los motivos de inconformidad hechos valer por la 

parte actora, no se desvirtúa la presunción de legalidad de la 

que goza la resolución impugnada, por lo que procede 

reconocer su val idez, con fundamento en el art ículo 82, fracción 

I I I ,  de la Ley del Tr ibunal .  

 

 “ARTÍCULO 82. -  Las sentencias que dicte el  Tr ibunal no 

necesitarán formul ismo alguno, pero deberán contener:  

 

 [ . . .]  

 I I I .  Los puntos resolut ivos en los que se expre sarán los actos o 

resoluciones cuya val idez se reconozca o cuya nul idad se declare; la 

reposic ión del  procedimiento que se ordene, los términos de la 

modif icación del acto impugnado, y en su caso, la condena que se 

decrete.”  
 

 SEXTO. Sobreseimiento.- En consecuencia de lo 

expuesto en el considerando que antecede, se actualiza la 

causal de  improcedencia prevista en el artículo 40, fracción I I  de 

la Ley del Tr ibunal ,  de subsecuente inserción, dado que la 

resolución impugnada no afecta el interés jur ídico del 

demandante, al no generarle afectación a un derecho subjetivo 

que le sea propio o alguna lesión objetiva que le origine algún 

perjuicio.  

 

 El artículo 40, fracción I I  de la Ley del Tr ibunal, 

establece lo s iguiente:  

 

 “ARTÍCULO 40.-  E l  ju ic io ante el  T r ibunal Estatal  de Just ic ia 

Administ rat iva, es improcedente contra actos o resoluciones:  

 

 [ . . .]  

 

 I I . -  Que se hayan consumado de modo ir reparable o que no 

afecten el  interés jur íd ico del demandante, entendiéndose por éste, 

la afectación de un derecho subjet ivo o la les ión objet iva al  part icular 

der ivada de un acto administrat ivo o por una resolución de las 

autor idades f i scales contrar ios a la ley;”  

 

 Tomando en consideración que la resolución 

impugnada no constituye, atento a las consideraciones antes 



 

expuestas, es obligado concluir que, por ende, la resolución 

combatida en este juicio no afecta los derechos de la parte 

actora ni le causa una lesión objetiva que deba enmendarse a 

través del juicio de nul idad.  

 

 Por lo tanto, lo procedente es decretar el 

sobreseimiento en el juicio con fundamento en el artículo 41, 

fracción I I , de la Ley del Tribunal que establece lo siguiente.  

 

 “ARTÍCULO 41. -  Procede el  sobreseimiento del  ju ic io:  

 

 [ . . .]  

 

 I I . -  Cuando durante el  ju ic io apareciere o sobrevin iere alguna 

de las causales de improcedencia a que se ref iere el  Art ículo 

anter ior ;”  

 

 En este contexto, el sobreseimiento impide el estudio 

de las cuestiones de fondo hechas valer en su demanda, de 

conformidad con la tesis de jurisprudencia VI. 2o. J/280 del 

Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada con 

número de registro 212468 en la página 77 de la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación número 77, correspondiente 

a mayo de mil novecientos noventa y cuatro, cuyo  rubro y texto 

se reproducen.  

 

“SOBRESEIMIENTO DEL JUICIO CONTENCIOSO -ADMINISTRATIVO, NO 

PERMITE ENTRAR AL ESTUDIO DE LAS CUESTIONES DE FONDO. No causa 

agravio la sentencia que no se ocupa de los conceptos de anulación 

tendientes a demostrar las causales de nul idad de que adolece la 

resolución impugnada, que const i tuye el  problema de fondo, s i  se 

declara el  sobreseimiento del juicio contencioso -administrat ivo.”  

 

 SÉPTIMO.- Condena.- Como consecuencia de la 

nulidad declarada en el considerando que antecede, con 

fundamento en el artículo 84 de la Ley del Tribunal , corresponde 

en este apartado fi jar los términos de la resolución que en su caso 

deban dictar las autoridades demandadas y ordenar el hacer, el 

no hacer o el dar que correspondan para salvaguardar el 

derecho del afectado.  

 



 

 Por lo anteriormente expuesto y fundado, y con apoyo 

en lo dispuesto por los artículos 83, fracciones I I  y IV y 84 de la Ley 

del Tribunal , es de resolverse y se:  

 

R E S U E L V E  

 

 PRIMERO.- Se reconoce la validez declara la nulidad la 

oficio **********2 de quince de noviembre de dos mil dieciocho, 

suscrito por el Tesorero Municipal de Mexicali.  

 

 SEGUNDO.- Se condena a la autoridad demandada, a 

cumplir la condena impuesta en el considerando séptimo de esta 

Sentencia. 

 

 Notifíquese personalmente a la parte actora y por 

oficio a las autoridades demandadas.  

 

Así lo resolvió la Primer Secretaria de Acuerdos ads crita a la 

Primera Sala del Tr ibunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California, Alma Alejandrina Razo Santoyo, quien actúa en 

funciones de Magistrada por ministerio de ley, en términos de lo 

dispuesto en el art ículo 10 de la ley que rige a este  Tr ibunal y firmó 

ante la presencia del Secretario de Acuerdos, José Francisco 

Muril lo González, quien da fe.  
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ELIMINADO: Nombre del actor en foja 1 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Numero de oficio en foja 1, 2 y 9 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  



 

EL SUSCRITO, HÉCTOR HERNÁNDEZ ESTRADA, SECRETARIO DE ACUERDOS DEL JUZGADO 

PRIMERO DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, HACE 

CONSTAR: --------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

 

QUE LO TRANSCRITO CON ANTERIORIDAD CORRESPONDE A UNA VERSIÓN PÚBLICA DE 

LA SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA POR LA PRIMER SECRETARIA DE ACUERDOS, ACTUANDO 

EN FUNCIONES DE JUEZ TITULAR DEL JUZGADO PRIMERO DE FECHA TREINTA DE NOVIEMBRE DE 

DOS MIL VEINTE, RELATIVA AL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 67/2019 EN LA QUE SE 

SUPRIMIERON DATOS QUE SE HAN CONSIDERADO COMO LEGALMENTE RESERVADOS Y/O 

CONFIDENCIALES, CUBRIENDO EL ESPACIO CORRESPONDIENTE MEDIANTE LA UTILIZACIÓN DE 

DIEZ ASTERISCOS; VERSIÓN QUE VA EN 9 (NUEVE) FOJAS ÚTILES.------------------------------------------ 

 

LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN LO ESTABLECIDO POR LOS ARTÍCULOS 80, 83, 

FRACCIÓN VI, INCISO B) DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA PARA EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA; ARTÍCULOS 57, 58, 59, 60 Y DEMÁS 

APLICABLES DEL REGLAMENTO EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PUBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL TRIBUNAL ESTATAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, ARTICULO 25, FRACCIÓN XV DEL 

REGLAMENTO INTERIOR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA 

CALIFORNIA Y ARTÍCULOS 56 Y 57 DE LOS LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE 

CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN, ASÍ COMO PARA LA 

ELABORACIÓN DE VERSIONES PUBLICAS DEL SISTEMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA, 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS. LO QUE HACE CONSTAR 

PARA LOS EFECTOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA CIUDAD DE MEXICALI, BAJA 

CALIFORNIA, A QUINCE DE FEBRERO DE DOS MIL VEINTITRES, DOY FE.----------------------------------- 

 


